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Estados en periodos de posconflicto: 
elementos para  la comprensión de 
los retos luego de la superación 
de un conflicto armado1

Heyder Alfonso Camelo2

Introducción

El fin de un conflicto armado suele alcanzarse, en términos genera-
les, a través de dos vías: por medio de una negociación política lle-

vada a cabo por las partes en confrontación, o por la victoria militar 
de uno de los actores. De cualquier forma, este periodo que inicia con 
el cese de hostilidades entre las partes enfrentadas es entendido como 
posconflicto (Rettberg y Guizado, 2002, p. 19), y los Estados, al igual 
que la sociedad en su conjunto, acostumbran encaminar esfuerzos a 
fortalecer sus instituciones con miras a iniciar un proceso de recons-
trucción de confianza con la ciudadanía. 

1	 Este escrito es resultado del proyecto de investigación Procesos de exigibi-
lidad y justiciabilidad de los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario, en el contexto nacional e internacional. Adscrito al Grupo de 
Investigación Sociohumanístico Categoría A en Colciencias de la Facultad 
de Derecho de la Universidad Santo Tomás (Bogotá).

2	 Sociólogo. Candidato a doctor en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales, 
Universidad Nacional de Colombia. Docente de la Universidad Santo Tomás 
(Bogotá). Correo electrónico: heyalca@gmail.com
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Frente a este escenario la recuperación económica desempeña 
un papel central en la esfera pública (Collier, 1994; Collier, Hoeffler 
y Söderbom, 2008). En el ámbito político y social se implementan es-
trategias de inclusión de actores políticos o sancionan a aquellos que 
estuvieron una vez involucrados en la guerra (Hartzell, 2007). Pero 
también se hace relevante la posibilidad de implementar los acuer-
dos alcanzados (Fortna, 2004, 2008; Walter, 2002). En otras palabras, 
se inicia una reconstrucción de la sociedad que permita superar las 
consecuencias dejadas por el conflicto y logre la normalización del 
país afectado.

Un conflicto armado afecta algunos de los propósitos fundamenta-
les de un Estado, como lo es mantener el orden y evitar la violencia, la 
hostilidad y las agresiones entre los diversos actores que lo conforman. 
En este orden de ideas, dentro de un conflicto armado, la hostilidad 
se configura en un escenario en el cual los individuos y los colectivos 
pueden resolver sus tensiones y los conflictos cotidianos recurriendo 
a la violencia3. 

Como consecuencia de esto se observa cierta fragilidad del Estado 
en dos aspectos fundamentales. El primero de ellos reside en que la 
capacidad de regulación del orden social del Estado es afectado por 
los actores que le compiten, tanto en términos institucionales, de ejer-
cicio de la violencia, como de recursos. El segundo planteamiento, a 
su vez, reconoce la pérdida de legitimidad del Estado en dicha regu-
lación, que afecta tanto a las poblaciones en las cuales se experimen-
tó con mayor fuerza el conflicto armado como en las que no. Esto, al 
entrar a un periodo de posconflicto, afecta directamente la capacidad 
del Estado para regular el orden social, y trae como consecuencia, en-
tre otras, variaciones en la violencia que es desplegada.

Para comprender los retos de los Estados en un periodo de pos-
conflicto el presente texto se encuentra estructurado en tres secciones. 
La primera de ellas delimita el concepto de posconflicto. Se determinarán 

3	 Esta idea ha sido tomada del concepto de estado de guerra que trabaja Uribe 
(1999), y que posteriormente es retomada por González, Bolívar y Vásquez 
(2003).
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sus características y alcances analíticos. La segunda sección gira en tor-
no a los efectos de los conflictos armados sobre la capacidad y legiti-
midad de los Estados, y se reconocerán los elementos clave para ser 
atendidos en un posconflicto. Por último, en la tercera, se presentan de 
manera sucinta los retos que se deben tener en cuenta en el momento 
de entrar a un periodo de posconflicto. 

Acerca de los periodos de posconflicto
Este artículo se centra, ante todo, en el concepto de posconflicto so-
bre otros, como el de posguerra o posacuerdo, principalmente por dos 
razones. La primera de ellas debido a su origen. A partir de la década 
de los noventa4, la consolidación de la paz después de los conflictos es 
tratada como aquellas medidas destinadas a individualizar y fortale-
cer estructuras que tiendan a reforzar y afianzar la paz a fin de evitar 
una reanudación del conflicto (Boutros-Ghali, 1992, p. 11). Y, en ese 
contexto, la idea de guerra fue reemplazada por la de conflicto, con el 
claro propósito de diferenciarlo del periodo de la Guerra Fría, y se re-
conocieron a través de este cambio las emergentes dinámicas de con-
frontación, donde lo que predominaba no era la guerra entre Estados, 
sino los conflictos internos. 

Esta fundamentación toma distancia de la idea de posguerra sus-
tentada por Suhrke y Berdal (2011), quienes hacen referencia al poscon-
flicto como un oxímoron, y que por ello no recurren a esta categoría. 
De hecho explicitan la dificultad, en términos cualitativos, de definir la 
duración de este periodo “pos”; aunque en términos cuantitativos re-
conocen que el punto de quiebre es un periodo de cinco años. O el de 
Darby (2005) y Steenkamp (2011), quienes centran su atención en los 
retos de posacuerdo y la dificultad de concretar un escenario de paz 
luego de un conflicto.

La segunda razón reside en que esta división, con base en los de-
sarrollos descritos, llega a ser enteramente semántica. El concepto 

4	 Este cambio es resultado del documento “Una agenda para la paz”, del entonces 
secretario general de las Naciones Unidas, Boutros Boutros-Ghali.
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de posconflicto, siendo relacional y performativo, entendido como un 
campo de “lucha” que puede ser marcado menos por la ruptura o por 
un nuevo y diferente periodo que por una continuación de procesos 
que se encontraban en marcha durante los periodos de preguerra y 
guerra (Gagnon y Brown, 2014), aporta en mayor grado a la construc-
ción teórica que los pocos desarrollos de los conceptos de posguerra 
y posacuerdo. 

Ahora bien, hablar de un periodo de posconflicto, dado su desarro
llo teórico, no está desprovisto de tensiones y controversias. La cate-
goría, como lo señalan Gagnon y Brown (2014), desde su concepción 
en la década de los años noventa es altamente política. De hecho, es 
un concepto que se ha “propagado” desde aquel entonces y aún no se 
ha constituido un campo sólido que integre los hallazgos de distintas 
disciplinas en una comprensión integral y teorética de los periodos de 
posconflicto (Gagnon y Brown, 2014). 

Sin embargo, como lo demuestran estudios de Vincent Chetail 
—quien ofrece cuatro explicaciones a estos fenómenos: “emergien-
do de un conflicto”, “en las secuelas del conflicto”, “en riesgo de 
recaer en el conflicto” y “estancamiento en un área gris donde no hay 
paz ni guerra” (citado por Gagnon y Brown, 2014)—, Charles T. Call 
—quien ofrece una definición de facto, entendiendo este periodo como 
de “sociedades que han experimentado conflicto y un alto al fuego, 
bien sea a través de una victoria o una negociación” (Call, 2012)— 
y Virginia Gamba —quien centra la atención en la provisión de ley y 
orden, la creación de infraestructura, la desmilitarización de la socie-
dad y el desarrollo sostenible (Darby, 2005)—, existen características 
en común que permiten la construcción de una categoría teórica para 
el análisis. Por tanto, con miras a la construcción teórica del con-
cepto de posconflicto, a continuación se profundiza en sus principales 
características.

Construcción del concepto de posconflicto
Como se indicó anteriormente, definir un periodo de posconflicto en el 
que se encuentra inmerso un Estado no está desprovisto de tensiones. 
Sin embargo, con base en el trabajo desarrollado por Michael Boyle 
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(2014, p. 48), se tomarán en cuenta cuatro aspectos fundamentales 
para su delimitación, a saber: 1) el Estado tuvo que haber experimen-
tado un conflicto armado entre al menos dos partes; 2) la guerra tuvo 
que haber sido conducida en el territorio de dicho Estado; 3) hubo 
una terminación explícita y formal de la guerra, y 4) los acuerdos de 
paz deben durar por lo menos un año. Estos aspectos pueden ser cla-
sificados en dos categorías: aquellos que hacen referencia al conflicto 
en sí mismo y los que tratan directamente con la superación de di-
cho conflicto. 

En cuanto a la primera categoría, los aspectos que hacen referencia 
al conflicto en sí mismo, tanto el criterio de territorio, pero también 
la participación de al menos dos partes en las confrontaciones, lleva a 
tener presente el escenario en el que se desarrollaron las hostilidades 
y el cual se espera superar. Ante todo, el criterio señalado se encuen-
tra directamente relacionado con la definición que brinda en un pri-
mer momento Nicholas Sambanis (2004, p. 830), quien señala que una 
guerra civil se determina por que sea desarrollada en un territorio de 
un Estado, donde las partes se encuentren militar y políticamente or-
ganizadas, siendo el Estado una parte de ellas. El año de inicio se de-
termina por el primer año en el que el conflicto causa entre 500 y 1000 
muertes, y, a lo largo de su duración, debe ser caracterizado por una 
violencia sostenida, la cual no puede causar menos de 500 muertes en 
un periodo de tres años.

Sin embargo, aunque resulte útil la definición de Sambanis, el 
Uppsala Conflict Data Program y el International Peace Research 
Institute definen conflicto como una contienda que involucra asuntos 
de Gobierno y/o territorio donde se hace uso de la fuerza armada en-
tre dos partes, donde al menos una es el Gobierno de un Estado, que 
resulta en al menos 25 muertes relacionadas con el combate (ucd y 
prio, 2009, p. 1). Clasifican como conflicto armado menor aquel es-
cenario que produce entre 25 y 999 muertes; mientras que las guerras 
civiles, operacionalmente, presentan 1000 muertes relacionadas con 
el combate en un año dado. Esta definición permite realizar un me-
jor seguimiento a las dinámicas de las guerras, pues toma también en 
cuenta los periodos en que la intensidad de la violencia disminuye. 
De esta manera se logra la comprensión del fenómeno de la guerra 
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en un largo periodo, pues dado su carácter dinámico, la intensidad de 
la violencia es variable.

En resumen, la construcción de la categoría posconflicto demanda, 
en un primer momento, la delimitación de una situación de conflicto 
armado que haya experimentado un Estado; se configura en precon-
dición la existencia de este. Y, como se aprecia en ambos abordajes, es 
de importancia reconocer que dicho conflicto se desarrolle en el terri
torio de un Estado (Sambanis) y que el uso de la fuerza armada se 
llevara a cabo por al menos dos partes (ucd y prio). Esto, además, 
permite entablar la diferencia entre la situación de conflicto armado 
que se espera superar y las dinámicas del escenario posterior a su fina-
lización. Así, se entablan con esto vasos comunicantes con la segunda 
categoría, donde se encuentran los aspectos dirigidos a determinar la 
superación del conflicto.

Si bien existen consensos, no exentos de algunas divergencias, en-
torno a la definición de conflicto armado, la finalización de este se con-
figura en el inicio del periodo de posconflicto. De ahí la relevancia de 
reconocer el momento en que termina. Boyle (2014, p. 48) determina 
que uno de los aspectos en cuanto a la finalización del conflicto está re-
lacionado con una terminación explícita y formal de la guerra. En este 
sentido, la base de datos de terminación de conflictos de Uppsala5 
(ucdp Conflict Termination Dataset, 2010) anota que los conflictos ter-
minan cuando los criterios de al menos 25 muertes relacionadas con el 
combate en un año, el nivel organizativo básico de los actores armados 

5	 La base de datos de terminación de conflictos de Uppsala permite también 
superar el debate del uso del concepto de posconflicto. Este debate reside en 
el hecho de que, en situaciones complejas de violencia en las que participan 
varios actores con presencia diferenciada en el territorio de un Estado, ejer-
ciendo diferentes formas de violencia, el fin del conflicto puede ser escalonado. 
Sostiene que el número de actores participantes puede reducirse como conse-
cuencia de negociaciones parciales en las cuales deponen sus armas, mientras 
que otros continúan inmersos en las hostilidades; por tanto, se argumenta, 
no es recomendable hablar de posconflicto, pues no se ha superado en su to-
talidad el conflicto armado. Sin embargo, en este documento, un conflicto fi-
naliza de acuerdo con los criterios que estipula la base de datos, en la cual es 
tratado como un solo conflicto, y no como varios en un mismo país.
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y la incompatibilidad dejan de cumplirse, y define cuatro tipos de ter-
minación (ucdp, 2010, p. 244):

1.	 Victoria: hace referencia a cuando una de las partes involucra-
das en el conflicto armado es derrotada o eliminada, o de otra 
manera sucumbe a través de una capitulación, rendición o un 
anuncio público similar.

2.	 Acuerdo de paz: es definido como un acuerdo que se ocupa de la 
resolución de la incompatibilidad firmada y/o aceptada pública-
mente por todos los actores en un conflicto o por los principales. 

3.	 Acuerdo de cese al fuego: es un acuerdo entre los principales 
actores de un conflicto que da por terminadas las operacio-
nes militares. 

4.	 Otros resultados: consiste en aquellos casos donde el conflicto 
cesa sin una victoria o algún tipo de acuerdo. 

Por tanto, la finalización de un conflicto está determinada por la ce-
sación de las dinámicas de confrontación en las que se encontraba in-
merso el Estado. Con ello se especifica el momento en el cual inicia un 
periodo posterior al conflicto, un escenario de posconflicto, que permi-
te temporalmente la implementación de unos acuerdos o el cambio en 
las dinámicas sociales que se encontraban permeadas por la violencia. 

Por esto Boyle implementa el cuarto aspecto que determina que 
los acuerdos de paz deben durar por lo menos un año, siendo estos 
reconocidos por las partes involucradas en las hostilidades, así, lue-
go de un año, retomen las acciones bélicas. Ahora bien, este aspecto 
se encamina a excluir aquellos casos en los que existen ceses de fuego 
interrumpidos con algún grado de violencia temporal; sin embargo, esta 
definición excluiría los dos últimos tipos de terminación —acuerdo de 
cese al fuego y otros resultados—, construidos por la base de datos 
de Uppsala. Para solventar esta delimitación, debe tomarse en cuenta 
el criterio de implementación de un año de los acuerdos de paz alcan-
zados, pero también la medición de terminación ofrecida por el ucpd, 
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donde determina, como se señaló anteriormente, que si no se presen-
tan al menos 25 muertes por combate en un año se da por finalizado 
el conflicto6. 

Este enfoque permite delimitar la categoría posconflicto, y se hace 
uso de características que se relacionan con el tipo de confrontación 
armada que está experimentando un Estado, pero también los me-
canismos a través de los cuales esta se termina. Así, se configura un 
concepto que logra brindar elementos de análisis que se encuentran 
directamente relacionados con las experiencias de Estados que han so-
portado violentos conflictos armados. 

Cabe aclarar que el concepto de posconflicto no es indefinido en 
el tiempo7. Mientras que los Estados pueden sufrir efectos prolonga-
dos provenientes del conflicto armado por años después de la guerra, 
muchos de los traumas inmediatos de la violencia8 organizada en el 
territorio duran tan solo un corto periodo después del fin de las hos-
tilidades (Boyle, 2014, p. 51). Por tanto, de acuerdo con Boyle (2014), 
se entiende como posconflicto el lapso de los cinco años posteriores 
del final del conflicto a menos que la guerra reinicie antes del periodo 
que ha sido señalado anteriormente. Hartzell (2001, p. 184) coincide 
con esta delimitación temporal, pues a lo largo de esos cinco años 

6	 Cabe aclarar que uno de los autores que han debatido este criterio es Nicholas 
Sambanis. Para este autor la terminación de la guerra se presenta si en un 
periodo de tres años el promedio de muertes no asciende a 500. En ese caso, 
según él, se puede codificar el fin de la guerra a pesar de que el último año de 
esta alcance las 100 muertes. Sin embargo, es recomendable el uso de los crite-
rios determinados por la base de datos de Uppsala que permiten la compren-
sión de los cambios en las dinámicas de los niveles de violencia en los conflictos 
armados.

7	 Un Estado puede dejar de estar en un periodo de posconflicto si inicia otra 
guerra, bien sea con los mismos actores u otros nuevos. Por tanto, se toma-
rá en cuenta la definición brindada anteriormente por el Uppsala Conflict 
Data Program para determinar si la magnitud de la violencia permite hablar 
de un reinicio de las hostilidades o el inicio de una nueva guerra.

8	 Para conocer el debate en torno a las diferentes lecturas de la violencia en pe-
riodos de posconflicto puede consultarse mi artículo “Aportes para la com-
prensión de la violencia en periodos de posconflicto” en la revista Ciudad 
Paz-ando, edición 15, 8(1), 8-21 (primer semestre de 2015). 
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algunos de los efectos del conflicto se van a atenuar; además, los efec-
tos de los arreglos institucionales que se hayan propuesto pueden lo-
grar algún impacto a través de los años, y la naturaleza del conflicto 
civil podría cambiar.

El estatus de posconflicto puede durar menos de los cinco años si 
las confrontaciones se reanudan y las bajas, resultado de estas, vuelven 
a generarse. Por tanto, los Estados pueden perder el estatus de pos-
conflicto si otra guerra estalla, bien sea entre los mismos combatien-
tes o entre una nueva serie de actores. En algunos casos, señala Boyle, 
la finalización formal de un conflicto armado puede durar poco más 
de un año, pero rápidamente emerge de nuevo con otros actores. 

Es importante aclarar, con base en los aportes de Gagnon y 
Brown (2014), que, como se señaló al inicio, el concepto de poscon-
flicto es relacional y performativo, en otras palabras, que depende 
en gran medida del contexto en el cual se desarrolle, y aunque pueden 
hallarse variados escenarios, existen variables que deben ser tenidas 
en cuenta con miras a la reflexión teórica. Por tanto, se debe otorgar 
cierto grado de flexibilidad que permita dar cuenta de la manera en 
que los países entran a un periodo de posconflicto y lo superan. Con 
esto se pretende una comprensión fluida del fenómeno en el tiempo, 
que tal vez las delimitaciones estrictas impedirían. Si bien el periodo 
de cinco años es tomado como un punto de referencia temporal, la ca-
tegorización de los países que se encuentran dentro de un periodo de 
posconflicto debe permitir fronteras dúctiles que resulten de las parti-
cularidades que experimentan.

Ahora bien, como resultado del fin de la guerra9 un país entra 
a un periodo de posconflicto, durante el cual inicia un proceso de 
construcción de paz y reconstrucción del Estado que ha sido afec-
tado por la violencia desplegada por las partes en confrontación. La 
experiencia y las dinámicas de dicho periodo no son iguales para to-
dos los países, sobre todo en la violencia que es ejercida mientras dura. 

9	 Como se anotó anteriormente, el fin de una guerra, de acuerdo con el ucpd 
de la Universidad de Uppsala, puede darse a través de cuatro tipos: victoria, 
acuerdo de paz, acuerdo de cese al fuego y otros resultados.
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Los países inmersos en un posconflicto bien deben hacer frente a una 
violencia directamente relacionada con el conflicto armado superado 
y que ha sido usada como un mecanismo para estropear los acuerdos 
de paz, sabotear los términos alcanzados u obtener ganancias adicio-
nales con la renovación de dicho conflicto.

Capacidad de regulación 
del orden social por parte del Estado
El desarrollo que han tenido los análisis en relación con las dinámicas 
de los grupos armados dan cuenta de la competencia en términos de re-
gulación que estos ejercen frente al Estado. En este sentido los gru-
pos armados determinan el orden social, pues intervienen en la vida 
local (Arjona, 2010). Los señores de la guerra, individuos que contro-
lan pequeñas partes de territorio usando una combinación de fuer-
za y patronato, son los actores más representativos de estas lógicas 
(Marten, 2012). A su vez, otras formas de regulación, como las pan-
dillas, proporcionan microrregímenes de orden, así como formas co-
munales de pertenecer a determinadas, si bien delimitadas, entidades 
colectivas, en un contexto más amplio de la inseguridad crónica y de 
exclusión (Rodgers, 2009). O las mafias, pues se trata de una empresa 
económica específica, una empresa que produce, promueve y vende 
protección privada (Mosca, 2003; Gambetta, 2007).

Estas formas de organización, que compiten con el Estado en cuan-
to a su capacidad de regulación de la vida social, no se encuentran ex-
clusivamente relacionadas con un escenario de conflicto armado. Ahora 
bien, la existencia de este exacerba la competencia que determinados 
grupos realizan a través de la escisión de la soberanía (Kalyvas, 2010), 
como es el caso de los grupos armados, que están en contienda contra 
el Estado. Sin embargo, muchas otras formas paralelas de regulación 
local existen durante y subsisten luego de la finalización del conflic-
to armado, tanto en zonas en las cuales se experimentó con mayor 
intensidad el conflicto como en otras que pudieron estar al margen. 
Dicha competencia en cuanto a la capacidad del Estado se refleja en 
tres aspectos: 1) presencia institucional, 2) monopolio de la violencia 
y 3) recursos.
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Estos tres aspectos se encuentran interrelacionados entre sí, 
pues en conjunto determinan en gran medida la capacidad de los 
Estados de ejercer una regulación efectiva de la vida social de los ciu-
dadanos. Ahora bien, en cuanto a la primera, la presencia institucio-
nal, no debe limitarse tan solo a la existencia o no de instituciones, 
sino también debe abarcar la posibilidad que tiene el Estado de hacer 
garantizar la vigencia de la ley, para constituirse como una autoridad 
razonablemente acatada. La presencia del Estado en el territorio es 
diferenciada (González, Bolívar y Vásquez, 2005), no es homogénea, 
lo cual puede llevar a la existencia de un vacío de poder que, tanto 
en el marco de un conflicto armado como en ausencia de este, im-
plica la competencia que realizan diversos grupos para proveer ser-
vicios y dar respuesta, de acuerdo con el orden implementado, a las 
necesidades ciudadanas. 

El monopolio de la violencia, como segundo aspecto, refiere a 
la definición clásica otorgada por Weber (2004) en cuanto a que el 
Estado es una comunidad humana que —de manera exitosa— reclama 
el monopolio del uso legítimo de la fuerza física dentro de un terri-
torio. Ahora bien, el Estado, como se señaló anteriormente, tanto en 
el marco de un conflicto armado como fuera de este, tiene una com-
petencia constante de otros grupos por el ejercicio de la violencia. En 
una guerra es evidente dicha disputa, especialmente por figuras como 
la de los señores de la guerra10, pero también por otras organizaciones 
como las mafias o las pandillas, al igual que las comunidades, como 
lo señala Godoy (2006) para el caso de Guatemala, que pueden hacer 
uso de la violencia como forma de resolver sus conflictos o para ob-
tener intereses privados, con ofertas de seguridad, vigilancia y cum-
plimiento del orden a través de la coerción que, claramente, discrepa 
del Estado. 

Por último, en términos de recursos, desde las primeras fases de 
construcción del Estado la posibilidad de recaudar impuestos y de ha-
cerse con medios que les permitan la acumulación de capital ha sido 

10	 Quienes son “señores” (en el sentido feudal) que amenazan o usan la “guerra” 
(violencia desatada por sus milicias) para retener su poder (Marten, 2012).
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uno de sus objetivos prioritarios (Tilly, 1985). Sin embargo, esta tarea 
siempre se ha encontrado rodeada de dificultades, en especial, por la 
competencia que diversas organizaciones realizan al Estado. En un es-
cenario de guerra es usual el control de los recursos como mecanismo 
de financiación de las acciones o de beneficio de quienes participan 
en las confrontaciones, pero a su vez como la posibilidad de contro-
lar la población a través de la recaudación de impuestos (Ballentine 
y Sherman, 2003). Ahora bien, esta lucha por los recursos no solo se 
presenta en las guerras, también otros grupos, como las mafias o las 
pandillas, pueden competir con el Estado con miras a llevar a cabo 
sus transacciones; de hecho consolidan mercados en los que las líneas 
entre sectores criminales, informales y formales son borrosas.

La capacidad de regulación del orden social por parte de los Estados 
abarca estos tres aspectos anotados, los cuales, en muchos casos, hacen 
frente a una competencia que bien puede darse tanto en el marco de 
un conflicto armado como fuera de este. Sin embargo, un conflicto ar-
mado exacerba las manifestaciones y los escenarios de competencia en 
esta regulación como resultado de la escisión de la soberanía y el con-
trol que obtienen los grupos armados. Una vez finalizado, demanda 
esfuerzos por parte del Estado para retomar la regulación del orden 
social, en el cual existan unos principios predecibles11 para el compor-
tamiento de los individuos y el colectivo que se alejen de la violencia, 
al tiempo que debe enfrentar las competencias resultantes en dicha 
regulación que pueden llevar a la variación de la violencia en un esce-
nario de posconflicto.

Legitimidad en la regulación 
del orden social por parte del Estado
La regulación del orden social por parte del Estado no está sujeta tan 
solo a la capacidad que tenga de hacer presencia, implementar la ley o 
responder a las necesidades de la ciudadanía. Estos aspectos, sin duda 

11	 La idea de conducta predecible es tomada de Elster (1991).
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alguna, son fundamentales; pero a la par es necesaria la legitimidad12 
en sus actuaciones, en cuanto que los ciudadanos reconozcan en estas 
cierto grado de autoridad.

Esta legitimidad, como lo señala Tilly (1985, p. 9), ha sido un fac-
tor determinante en la construcción del Estado. Al hacerse de la guerra 
como un instrumento de expansión y consolidación del territorio, los 
Estados implementaron dos estrategias: 1) extender su burocracia a 
la comunidad local y 2) fomentar la creación de fuerzas policiales, su-
bordinadas al Gobierno y no a individuos, diferentes de las fuerzas 
empleadas en la guerra y, por tanto, menos útiles para ser utilizadas 
como instrumentos por sus rivales.

Sin embargo, además de centralizar el ejercicio de la violencia, 
era necesario que los ciudadanos reconocieran que dicho acto era ge-
nerado por una entidad que gozaba de autoridad. Por esta razón, la 
resistencia popular a la guerra fue determinante en la construcción del 
Estado, pues cuando la gente de la calle se resistió tenazmente, las au-
toridades hicieron concesiones: garantía de derechos, instituciones 
representativas, tribunales de apelación (Tilly, 1985, p. 21). En otras 
palabras, a la par de brindar protección a los individuos, se implemen-
taron estrategias dirigidas a la configuración de autoridad de las insti-
tuciones del Estado en la regulación de la vida social13.

Dicha legitimación depende del reconocimiento del orden que brinda 
el Estado, el cual le otorga la probabilidad de encontrar obediencia de 
los ciudadanos. Sin embargo, esta legitimidad, en el territorio, es dispu
tada por diferentes actores. En el marco de un conflicto armado los gru-
pos en confrontación, como lo anota Kalyvas (2006) y Arjona (2010), 
procuran, a través de la influencia en los asuntos civiles, obtener mayor 
cooperación, que a su vez refuerza el control territorial. Las acciones 

12	 La legitimidad debe comprenderse como el merecimiento de reconocimiento 
con el que cuenta un orden político. De acuerdo con Habermas, esta se sos-
tiene desde las satisfacciones que conlleve el sistema que se quiera legitimar y 
la fuerza justificativa de tal legitimación.

13	 Esta discusión acerca de la legitimación también es referida por Habermas 
(1999) en cuanto a las estrategias del Estado nacional para afrontar el proble-
ma de la integración social.
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que realizan por convertirse en el nuevo proveedor de la justicia son 
un paso esencial hacia la obtención de este tipo de cooperación, pues 
ayuda al grupo a centralizar el poder y darle un aura de legitimidad.

Ahora bien, esta disputa no solo es llevada a cabo por los grupos 
armados. Existen otras organizaciones que, al ofrecer algunos servi-
cios, también constituyen procesos de legitimación por medio de la 
instauración de un orden social. Tal es el caso de las mafias, las cua-
les, a través de la protección, lograron hacerse con funciones judiciales 
y de intermediación, y con ello obtuvieron legitimidad en las comunida
des (Skaperdas, 2001; Varese, 2001; Gambetta, 2007); o de las pandi-
llas, las cuales, al establecer un orden, permiten definir la pertenencia 
de los individuos en comunidades marginadas (Rodgers, 2009, p. 12). 

No obstante, como se ha indicado con anterioridad, la existencia 
de un conflicto armado potencia estas disputas que se ven reflejadas 
en la capacidad del Estado en hacer frente a los riesgos que implica 
la instauración de órdenes paralelos, además de no contar, en mu-
chas zonas, con la legitimidad de los ciudadanos en relación con las 
acciones que toma y los servicios que presta. Al superar un conflicto 
armado, en el periodo de posconflicto, un Estado debe reconstruir la 
legitimidad que ha perdido tanto en zonas en las cuales la disputa por 
la legitimidad de las organizaciones fue evidente como en aquellas que 
no. La recuperación de la legitimidad no solo se centra en las zonas 
devastadas por la guerra, sino también en otras que, aunque pudie-
ron no ser afectadas directamente por la violencia, requieren acciones 
que fortalezcan el papel del Estado como regulador de la vida social. 

El fortalecimiento de la legitimidad una vez finalizado el conflicto 
se enfrenta no solo a la percepción de un “vacío de protección” por par-
te de la población —como lo han señalado Nussio y Howe (2013)—, 
en el cual muchos crímenes que eran controlados por un sistema de 
protección ilegal pueden surgir y a los cuales el Estado debe hacer 
frente, sino que también debe competir con variadas organizaciones 
que pretenden obtener réditos de la desestructuración de organiza-
ciones que ostentaban el control social en determinados territorios. 
De hecho, la legitimidad es un aspecto relevante en cuanto a la capa-
cidad del Estado en el restablecimiento del orden social del país que 
ha superado un conflicto armado.
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En este orden de ideas, tanto las variaciones de la violencia en un 
periodo de posconflicto como los retos institucionales pueden ser ex-
plicados, además de la capacidad de la regulación del orden social por 
parte del Estado, a través de la legitimidad que dichas acciones tienen 
en la población. La posibilidad con la que cuenta el Estado de deter-
minar dicho orden, de regular las relaciones sociales y de imponerse 
a otros órdenes paralelos que le compiten permite la comprensión de 
los cambios en el ejercicio de la violencia, de los objetivos que persi-
guen y de los actores que hacen uso de esta. 

Retos de los Estados en un periodo 
de posconflicto (a manera de conclusión)
Luego del recorrido realizado tanto por el concepto de posconflicto 
como de las características de los Estados que lo afrontan se puede sos-
tener, tal como lo afirma Sisk (2013, p. 37), que un rasgo particular es 
la fragilidad con la que estos Estados emergen de un conflicto armado. 
Esta se caracteriza en términos sociales por la vulnerabilidad de gru-
pos poblacionales; en lo económico, por la pobreza e inequidad; en 
cuanto a la gobernanza por la dificultad de brindar bienes públicos, 
y por los obstáculos al brindar seguridad.

Todos estos factores deben ser afrontados por los Estados una vez 
finalizado un conflicto armado. Recobrar la capacidad, entendida des-
de lo institucional pero también en cuanto autoridad, es fundamental 
para lograr instaurar no solo una regulación efectiva del orden social, 
sino además la reconstrucción de la legitimidad de los Estados, espe-
cialmente en zonas donde la violencia del conflicto armado fue mu-
cho más evidente.

Lograr ocupar el “vacío de seguridad” que se presenta después 
de un conflicto armado es fundamental para el Estado. Presentarse 
como el ente que provee de servicios públicos a las poblaciones, que 
rinde cuentas por sus acciones públicas, que permite la participación 
pluralista y que salvaguarda la seguridad de cada miembro dentro de 
sus fronteras es indispensable para retomar un camino alejado de la 
violencia. Pero también esto ayuda a prevenir la reanudación del con-
flicto, pues reconstruye canales a través de los cuales los ciudadanos 
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pueden tramitar sus conflictos, y a su vez el Estado obtiene legitimi-
dad en su accionar.
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